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MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Exp. Nº 1.107


Mediante oficio N° 847 de fecha 5 de octubre de 2000, el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, remitió a esta Sala el expediente contentivo de la demanda por cobro de prestaciones sociales interpuesta por el ciudadano JOSÉ GREGORIO ARAUJO, titular de la cédula de identidad N° 8.171.381, asistido por el abogado Argenis Ubaldo Maggiorani Valecillos, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 38.007, contra la sociedad mercantil COMPAÑÍA ANÓNIMA DE ADMINISTRACIÓN Y FOMENTO ELÉCTRICO (CADAFE), originalmente inscrita ante el Registro Mercantil de la entonces Primera Circunscripción Judicial el 27 de octubre de 1958, bajo el N° 20, Tomo 33-A, y cuyos estatutos fueron modificados e inscritos ante el Registro Mercantil Cuarto de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, en fecha 17 de junio de 1997, bajo el N° 46, Tomo 28-A; dicha remisión fue efectuada en virtud de que el a quo, se declaró incompetente para conocer la causa, por auto de fecha 28 de septiembre de 2000, en el cual señaló:


“(...)El tribunal observa que el monto de lo demandado es la suma de CUARENTA Y TRES MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y DOS MIL VEINTISÉIS BOLÍVARES (43.272.026,00). Ahora Bien, si bien es cierto que la demandada es una persona jurídica con personalidad jurídica propia también es cierto que su capital mayoritario es aportado por el Fondo de Inversiones de Venezuela, organismo adscrito a la Secretaría de la Presidencia de la República, en tal sentido el numeral 15 del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, establece: “Conoce de las acciones que se propongan contra la República o algún Instituto Autónomo o empresa en la cual el Estado tenga participación decisiva si su cuantía excede de Cinco Millones de Bolívares y su conocimiento no esta atribuido a otra autoridad”. En el caso de autos, la parte demandada COMPAÑÍA ANÓNIMA DE ADMINISTRACIÓN Y FOMENTO ELÉCTRICO DE VENEZUELA (CADAFE); la cual se asemeja a un Instituto Autónomo en virtud de que tiene personalidad jurídica y patrimonio propio, donde el Estado a través del Fondo de Inversiones, tiene participación decisiva y por cuanto la cuantía de la acción propuesta excede de Cinco Millones de Bolívares, es forzosamente necesario declinar la competencia. Así se declara. (...)”


El 2 de noviembre de 2000, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la declinatoria de competencia.


En virtud de la designación de los Magistrados Hadel Mostafá Paolini y Yolanda Jaimes Guerrero, y la ratificación del Magistrado Levis Ignacio Zerpa, por la Asamblea Nacional en sesión de fecha 20 de diciembre de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.105 del día 22 del mismo mes y año, se reconstituyó la Sala Político-Administrativa el 27 de diciembre de dicho año, y se ratificó como ponente al Magistrado antes indicado, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.


Mediante diligencia del 10 de enero de 2001, el abogado Argenis Maggiorani Valecillos, antes identificado, consignó poder.


Por diligencia de fecha 8 de marzo de 2001, el apoderado judicial del demandante solicitó que la Sala se pronunciase acerca de la declinatoria de competencia.

Pasa la Sala a pronunciarse en los términos siguientes: 

 

I

COMPETENCIA DE  LA SALA

 

En el caso de autos el accionante mediante escrito de fecha 19 de septiembre de 2000, interpuesto ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, demandó a la sociedad mercantil COMPAÑÍA ANÓNIMA DE ADMINISTRACIÓN Y FOMENTO ELÉCTRICO (CADAFE), solicitándole a dicha empresa que conviniese en cancelar la diferencia de prestaciones sociales que le adeuda, señalando en dicho escrito: que el cálculo para el pago de las mismas se efectuó tomando en cuenta únicamente el contenido del “Contrato Individual Profesionales de CADAFE”, obviando estipulaciones contractuales previstas en el Contrato Colectivo de trabajo suscrito por CADAFE con los Sindicatos de Trabajadores de la Empresa de la Electricidad, y en el caso particular, el Sindicato Único de Trabajadores de la Electricidad del Estado Barinas (SUTIESEBA), que de manera indudable me beneficiaban en cuanto a la liquidación de mis prestaciones sociales, correspondiente a doce (12) años de trabajo en la empresa CADAFE.”
Determinada como ha sido la pretensión procesal del demandante, la cual está dirigida a que la sociedad mercantil CADAFE, convenga o sea condenada a pagarle lo adeudado por concepto de prestaciones sociales, calculando la misma según lo señalado en estipulaciones contractuales más favorables, se observa que el artículo 1° de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo dispone lo siguiente: “Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que suscite la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo, serán sustanciados y decididos por los Tribunales del Trabajo que se indican en la presente ley.” (Negrillas de la Sala). Por tanto, en vista de que en el caso de autos no estamos ante una relación de empleo público, y que para la resolución del mismo es aplicable la indicada legislación laboral, resulta forzoso para la Sala declarar que el a quo es competente para conocer y decidir la presente causa. Así se declara.

II

DECISIÓN

Atendiendo a los razonamientos expresados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley: 

1.- NO ACEPTA la competencia que le fuera declinada por el tribunal remitente a los fines de conocer el caso planteado. 

2.- ORDENA remitir la presente causa al Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, del Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas, por ser el competente para conocer y decidir la controversia. 

Publíquese, regístrese y comuníquese. Cúmplase lo ordenado. 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los cinco (05) días del mes de abril del año dos mil uno. Años 190º de la Independencia y 142º de la Federación.

   El Presidente Ponente,

 

LEVIS IGNACIO ZERPA
         

      El Vicepresidente,

 

HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

YOLANDA JAIMES GUERRERO
                     Magistrada

    La Secretaria,

 

ANAÍS MEJIA CALZADILLA
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Sent. Nº 00631

En diecisiete (17) de abril del año dos mil uno, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00631.

 

 

